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Iniciativa que reforma diversas disposiciones de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable, a cargo del diputado Francisco Javier Guzmán de la Torre, del Grupo Parlamentario de Morena

Objetivos
Es una iniciativa de ley con diversas propuestas de reforma y múltiples objetivos conforme a la variedad temática que aborda: 
a. Promueve el extensionismo rural y crea un Instituto Nacional de Extensionismo Rural para ese propósito;
b. Desarrollar una política de conservación mediante la siembra de árboles y plantas propias de las zonas áridas y semiáridas.
c. Adecua los nombres de las secretarías conforme a las recientes reformas a la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 
d. Plantea una nueva clasificación de productos como básicos estratégicos, estratégicos y estratégicos emblemáticos; 
e. Incorpora como requisito para la importación de productos básicos estratégicos razones de emergencia;
f. Plantea la creación de reservas de tierra para la soberanía y suficiencia alimentaria. 
g. Incorpora conceptos relacionados con el recurso hídrico; 
h. Desarrolla y amplía las funciones del Consejo Consultivo Mexicano, considerando la participación social; y
i. Propone crear la Contraloría Social para el Desarrollo Rural Sustentable.
j. Propone un programa de compras gubernamentales y la conformación de una reserva estratégica alimentaria, con un programa de Crédito a la Palabra Rural

Exposición de Motivos
Extensionismo
El promovente afirma que la sinergia entre investigación, extensionismo y aplicación de los avances tecnológicos no existe o sólo parcialmente, en los mandatos de ley y en la operación de los programas públicos.
Considera que el modelo histórico de desarrollo rural impulsado por nuestras autoridades, siempre ha priorizado el incremento de la productividad y de la renta del sector rural sobre la base de la tecnificación y de la especialización de monocultivos y productos agrícolas en general no nativos y que están, en muchos casos, orientados para modelos alimentarios extranjeros, que ha creado dependencia alimenticia, tecnológica, y una orientación hacia la exportación de excedentes.
El extensionismo rural se concibe como un sistema que mediante procedimientos educativos ayuda a la población rural a mejorar los métodos y técnicas agrícolas, preservar su cultura, aumentar la productividad y los ingresos, mejorar su nivel de vida y elevar las normas educativas y sociales de la vida rural”.
El extensionismo rural es un instrumento directo del Estado para garantizar al campesino el desarrollo de sus capacidades productivas, su bienestar e incorporación al desarrollo nacional. Esto querría decir que el extensionismo rural debe ser una política permanente de Estado para los campesinos de México, estableciendo como prioritaria la atención a productores de pequeñas y medianas unidades de producción, de agricultura familiar y traspatio, en donde se localizan los integrantes de nuestros pueblos originarios y que producen para su autoconsumo y que están en mínima parte interrelacionados con el mercado.
Actualmente sólo el artículo 161 de la Ley para el Desarrollo Rural Sustentable (LDRS), considera el extensionismo refiriendo en fracción IV. Por lo que se requiere fortalecer la vía extensionista a lo largo de todo el ordenamiento, objetivo que pretende solventar esta iniciativa.
Se requiere un reacomodo institucional, en este caso, dentro del sector rural y de las instituciones de educación, permitiendo que el extensionismo, como política pública permanente del Estado mexicano, cuente con un organismo con autonomía técnica, operativa y presupuesto propio que garantice que este programa gubernamental sea efectivo y que cuente con métodos y técnicas adecuadas para la promoción, instrumentación y evaluación de resultados del extensionismo en nuestro país, por lo que se propone crear el Instituto Nacional de Extensionismo Rural, con los recursos destinados al extensionismo en el PEF 2019 y al Sistema Nacional de Fomento a la Empresa Social Rural y los recursos asignados al Programa de Apoyos a Pequeños Productores.
Potencial de desarrollo, conservación del medio natural y características de nuestro territorio
Para la conservación y desarrollo rural sustentable, el gobierno federal instrumenta una política pública para la siembra de un millón de árboles maderables y frutales, fundamental para garantizar la sustentabilidad y la conservación de los servicios ambientales de los ecosistemas de nuestro territorio. 
Considera importante hacer una proposición para incorporar al programa de reforestación con 6 millones de árboles maderables y frutales, plantar 100 millones de agaves y nopales para la conservación de la estabilidad ambiental de nuestras zonas áridas y semiáridas y a la resiliencia de nuestro país.


Reforma en la Ley de la Administración Pública Federal (parte orgánica) 
La reforma en materia de estructura orgánica del gobierno federal, implica una restructuración profunda que se expresa en el cambio del nombre de la Secretaría de Desarrollo Social (Sedesol) por el de Secretaría del Bienestar. A la vez, propone que sea incorporada en la comisión intersecretarial del sector, para que participe en el rediseño de la seguridad pública y protección de la ciudadanía de nuestro sector rural. 
Asimismo, se actualiza la denominación de la Secretaría, ahora de Agricultura y Desarrollo Rural.
De la seguridad y soberanía alimentaria 
Ante la importancia estratégica que implica la seguridad y soberanía alimentaria, propone modificar el artículo 178 y 179, para considerar las compras gubernamentales para construir reservas estratégicas de los productos básicos, que en su momento se consideren estratégicos. 
La ley en comento, en su artículo 150, define los productos básicos y estratégicos como “aquellos alimentos que son parte de la dieta de la mayoría de la población en general o diferenciada por regiones, y los productos agropecuarios cuyo proceso productivo se relaciona con segmentos significativos de la población rural u objetivos estratégicos nacionales;” Para ello, se propone una desagregación de los productos básicos en: productos básicos y estratégicos; básicos; y emblemáticos y estratégicos.
Asimismo, considera indispensable incorporar una salvaguarda para que en casos eventuales por algún agente perturbador, natural o humano, que impida un normal funcionamiento de las cadenas de abasto de los productos básicos estratégicos, se pueda, a través de una declaratoria de emergencia por la autoridad competente, que identifique el agente perturbador, el impacto regional, el tipo de producto y el lapso de tiempo que se considere necesario para restablecer la normalidad, (resiliencia), se pueda recurrir al mercado internacional para complementar y superar la emergencia de abasto. 
Plantas emblemáticas de México: las variedades de maíz; de agaves, y nopales silvestres y domesticados 
La importancia que tiene incorporar las variedades de cultivos emblemáticos y estratégicos es porque la mayoría de éstos: cacao, agaves, nopales, vainilla, calabazas, jitomate y tomate verde, chiles, aguacate tienen su centro de domesticación a nuestro país y es una fortaleza para el desarrollo económico y diversificación de nuestro sector social del campo mexicano. Un caso particular es la miel de abeja, insectos que tienen un impacto positivo para la reproducción de una infinidad de variedades vegetales silvestres y domesticadas, con ello fortalecen la adaptación de estas especies vegetales silvestres, muchas de ellas, base de nuestra alimentación y diversificación de nuestro sector.
Reservas de tierra para la soberanía y suficiencia alimentaria 
Con el proceso acelerado de urbanización, muchas de nuestras tierras de alto y muy alto valor agroecológico han sido urbanizadas, en condiciones no planeadas, creando asientos de población en zonas de riesgo, ya que las características idóneas para los usos del suelo agrícola requieren tipologías agroecológicas, edáficas, físicas y químicas muy particulares y que no son siempre compatibles con las que se requieren para la urbanización de baja y alta densidad o incluso industrial, por lo que en esta iniciativa se propone considerar políticas de ordenamiento territorial para crear la reserva de tierras para la soberanía y suficiencia alimentaria y programas de protección civil para el sector rural.
Del Consejo Mexicano para el Desarrollo Rural Sustentable y Contraloría Social 
[bookmark: _Hlk11228310]En esta iniciativa, se propone desarrollar, ampliar y acotar las funciones del Consejo Consultivo Mexicano, consideradas actualmente en el artículo 17 de este ordenamiento, adicionando un título quinto al ordenamiento, considerando la participación social y de los integrantes de la sociedad interesados en el desarrollo del sector y los elementos que inciden en ello, tienen mucho que aportar. Así como la conformación e impulso de la Contraloría Social, como órgano representativo de los beneficiarios de los programas y fondos para el desarrollo y extensionismo rural sustentable.
Conservación y restauración del medio natural 
Junto con los maderables y frutales, los agaves y nopales, plantas xerófilas que en conjunto están presentes de manera natural en 52 por ciento del territorio y en 28 entidades federativas, son parte integral de su paisaje y vegetación original o clímax, son elementos indispensables para la sustentabilidad de nuestro desarrollo rural.
Soberanía y suficiencia alimentaria 
[bookmark: _Hlk11757314]El nuevo sistema incluiría un programa de compras gubernamentales y la conformación de una reserva estratégica alimentaria, con un programa de Crédito a la Palabra Rural como mecanismo de apoyo y recuperación en especie, que con acciones de extensionismo, rescate la importancia y características de las especies animales y vegetales domésticas de alto potencial productivo y el valor de las especies criollas y silvestre y su capacidad de adaptación a las condiciones del medio ambiente en donde se encuentran.







Contenido
Decreto por el que se reforman y adiciona la Ley de Desarrollo Rural Sustentable 
Único. Se reforman el párrafo tercero del artículo 1o., artículo 2, 3 fracción X, XVII, se adiciona fracción XX y se recorren las fracciones subsecuentes, se reforman la fracción XXI, XXVIII, XXXI, se reforma el artículo 4o., 5o. fracción I y IV, artículo 13o. fracción IX, artículo 14o., 15o. fracción XII, artículo 17, 21, 22 fracción III, párrafo segundo del artículo 32, párrafo segundo del artículo 34, párrafo primero y fracción V del artículo 35, 48 fracción I, artículos 49, 53 párrafo 1o. y 2o., artículo 56 fracción V, artículo 64 fracción III, artículos 66, 78 , 115 Bis párrafo segundo, 118 y se adiciona fracción IX, artículos 119 fracción V, 121, 126 párrafo segundo, 129, 130,131, 133, 135 adición de una fracción V y se recorren las fracciones subsecuentes, artículo 136 fracción IV, 139 párrafo primero y segundo, 140, 143, 154 y su párrafo segundo de la fracción VI, 164, 168 segundo párrafo, 171, 175, 178 se adiciona párrafo segundo, 179 y se adiciona título quinto y los artículos 193, 193, 194, 195, 196, 197, encabezado 198, 199, de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable. 

Consideraciones
Primera. Salvo en el tema del extensionismo, la exposición de motivos de la iniciativa no es suficientemente explícita respecto a la motivación de las otras propuestas, y no aporta elementos suficientes que informen sobre la intención del legislador y los alcances de las mismas como elementos de fundamentación que las justifiquen o para su posterior interpretación.
Segunda. La Ley de Desarrollo Rural Sustentable vigente, en su artículo 2º establece como sujetos de la misma a personas morales, enfáticamente, dado que las decisiones, mayoritariamente patrimoniales y productivas, atienden a intereses de todos sus integrantes o de los miembros de sus organizaciones, y los órganos de representación lo hacen a nombre de la persona moral, en este caso del ejido y la comunidad. 
Por su parte, la iniciativa plantea reconocer a los ejidatarios y comuneros, que son personas físicas, como sujetos de la Ley en lugar del ejido y la comunidad, es decir, reduce la representatividad de los ejidos y las comunidades como entes colectivos en lo referente al desarrollo rural sustentable.
Es necesario analizar si la propuesta de reforma al artículo 2º es acorde a lo dispuesto en el artículo 1º de la misma Ley, cuyo texto dispone:
La presente Ley es reglamentaria de la Fracción XX del Artículo 27 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y es de observancia general en toda la República. 
Sus disposiciones son de orden público y están dirigidas a: promover el desarrollo rural sustentable del país, propiciar un medio ambiente adecuado, en los términos del párrafo 4o. del artículo 4o.; y garantizar la rectoría del Estado y su papel en la promoción de la equidad, en los términos del artículo 25 de la Constitución.
Se considera de interés público el desarrollo rural sustentable que incluye la planeación y organización de la producción agropecuaria, su industrialización y comercialización, y de los demás bienes y servicios, y todas aquellas acciones tendientes a la elevación de la calidad de vida de la población rural, según lo previsto en el artículo 26 de la Constitución, para lo que el Estado tendrá la participación que determina el presente ordenamiento, llevando a cabo su regulación y fomento en el marco de las libertades ciudadanas y obligaciones gubernamentales que establece la Constitución. 
La reforma que se pretende al artículo 2 de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable para considerar como sujetos de la Ley a los ejidatarios y a los comuneros y no al ejido y la comunidad, no obstante ser de la mayor trascendencia, en la exposición de motivos no hay argumentos ni información respecto a la intención del legislador y sobre los alcances que pudiera tener esta reforma, siendo omisa al respecto.
Tercera. En este orden de ideas, de manera contradictoria, propone incluir en el mismo artículo el concepto de “pueblos originarios”, cuya personalidad no se encuentra definida en la misma Ley; incluso, en el catálogo de conceptos del artículo 3º no se le considera ni se propone incluirlos. Tampoco en la exposición de motivos se explica la intención de la reforma y con qué personalidad se les incluye.
Si bien la diputada Beatriz Dominga Pérez López, del Grupo Parlamentario de Morena, presentó el 22 de noviembre de 2018 una iniciativa que reforma los artículos 2º., 27 y 28 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, con la finalidad de cambiar el concepto de pueblos indígenas por el de pueblos originarios y comunidades originarias, dicha propuesta está en proceso legislativo, sin que haya sido aprobada, razón por lo cual la Constitución Política vigente sigue refiriéndose en su articulado a pueblos y comunidades indígenas.
Cuarta. Promueve la actualización del nombre de la Ciudad de México conforme a las reformas hechas a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y a la Constitución aprobada por el Congreso Constituyente de la Ciudad de México. En el mismo tenor, actualiza la denominación de la Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural, conforme a las reformas realizadas a la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; en ambos casos, la propuesta es pertinente toda vez que actualiza a la Ley de Desarrollo Rural Sustentable. 
Cabe comentar que el artículo séptimo transitorio del Decreto que reformó la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, dispone: 
“Las menciones contenidas en otras leyes, reglamentos y en general en cualquier disposición, respecto de las Secretarías de Estado cuyas funciones se reforman por virtud de este Decreto, se entenderán referidas a las dependencias que, respectivamente, adquieren tales funciones.”
Quinta. Al incorporar conceptos en el catálogo comprendido en el artículo 3º, en la Fracción X da carácter de consultivo al Consejo Mexicano, al denominarlo Consejo Consultivo Mexicano; e incorpora los conceptos de Extensionismo Rural y de Pobreza, en las fracciones XX y XXI respectivamente, a la vez que elimina el concepto de marginalidad y órdenes de gobierno; asimismo, integra un concepto más general sobre Servicios Ambientales. Independientemente del contenido sustantivo de cada concepto, es pertinente revisar la numeración de las fracciones.
Sexta. Al incorporar el concepto de Extensionismo Rural en la fracción XX del artículo 3º de la Ley, y de Pobreza en la fracción XXI, sustituye al de marginalidad y elimina el de órdenes de gobierno. Si bien el concepto de marginalidad sólo está referido una vez, el de Órdenes de Gobierno está referido 19 veces en la Ley; al eliminarlo del catálogo se asume que quien lee e interpreta la Ley conoce el significado de “Órdenes de Gobierno”. Sería pertinente ponderar la decisión de eliminar este concepto del catálogo contenido en la Ley.
[bookmark: _Hlk11343640]Séptima. En la fracción XX del artículo 3º de la Ley en comento, al incorporar el concepto de Extensionismo Rural, lo define como “Sistema que mediante procedimientos y normas educativas ayuda a la población rural a aumentar la productividad con los métodos y técnicas agrícolas modernas, a mejorar sus ingresos, su bienestar, su calidad de vida y a preservar su cultura”. Al respecto, cabe comentar que el extensionismo es una actividad y, en todo caso, el sistema estaría referido a la organización de acciones e instituciones encargadas de proporcionarlo; por otra parte, incorpora objetivos que pueden ser resultantes del extensionismo y el incremento a la producción; mejorar sus ingresos, su bienestar, su calidad de vida y preservar su cultura, son objetivos que trascienden el sentido y alcances de la asistencia técnica y el extensionismo.
Octava. En relación con lo anterior, propone la creación de un Instituto Nacional de Extensionismo Rural como órgano con autonomía técnica, operativa y presupuesto propio, con los recursos destinados al extensionismo en el PEF 2019 y al Sistema Nacional de Fomento a la Empresa Social Rural y los recursos asignados al Programa de Apoyos a Pequeños Productores. Dadas las características que le atribuye se trataría de un organismo descentralizado, de acuerdo a los dispuesto en el artículo 45 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal que establece: Son organismos descentralizados las entidades creadas por ley o decreto del Congreso de la Unión o por decreto del Ejecutivo Federal, con personalidad jurídica y patrimonio propios, cualquiera que sea la estructura legal que adopten.
El segundo artículo transitorio de la iniciativa, dispone:
La Secretaría contará con el Sistema Nacional de Extensionismo y de Fomento a la Empresa Social Rural referido en el artículo 22 de esta ley, y
El Ejecutivo federal, con las facultades que le confiere la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en el artículo 89, fracción I, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 3, fracción I; 31, 32, 32 Bis, 37, 41 y 45 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, y 14 y 15 de la Ley Federal de las Entidades Paraestatales creará el Instituto Nacional del Extensionismo Rural del actual Sistema Nacional de Fomento a la Empresa Social Rural , con autonomía técnica operativa y presupuestal para el desempeño de sus funciones, y realizará las previsiones presupuestales para el siguiente año presupuestal de la entrada en vigor el presente decreto (PPEF2020).
El Congreso de la Unión tendrá seis meses, a partir de la creación del INER por el Ejecutivo, para aprobar la Ley del Instituto Nacional del Extensionismo Rural (INER) y modificar los ordenamientos correspondientes.  
Cabe destacar que el Instituto de Investigaciones Forestales Agrícolas y Pecuarias (INIFAP) y el Servicio Nacional de Sanidad, Inocuidad y Calidad Agroalimentaria (SENASICA) son instituciones vinculadas a la investigación, esenciales en lo referente a la asistencia técnica, pues generan conocimiento; en ambos casos su figura jurídica corresponde a la de organismos desconcentrados de la SADER, razón por la cual habría que reconsiderar la viabilidad de la iniciativa de crear un Instituto con figura jurídica de organismo descentralizado, pues de ser así, estaría fuera de las políticas que planteara la SADER en la materia, al crearse un organismo con plena autonomía que requiere una estructura propia. 
Novena. En la fracción XVIII del artículo 3º de la Ley en comento, los Servicios Ambientales los conceptualiza como “Los beneficios que se obtiene de los ecosistemas, para que los habitantes hagan uso sustentable de ellos con el fin de mejorar su calidad de vida”. Por su parte la Ley de Equilibrio Ecológico y del Medio Ambiente, reglamentaria en la materia, en la fracción XIII de su artículo 3º define Ecosistema como “La unidad funcional básica de interrelación de los organismos vivos entre sí y de éstos con el ambiente, en un espacio y tiempo determinados”. Y en la fracción XXXVI del mismo artículo, define a los Servicios ambientales, como los beneficios tangibles e intangibles, generados por los ecosistemas, necesarios para la supervivencia del sistema natural y biológico en su conjunto, y para que proporcionen beneficios al ser humano. Sería conveniente cotejar la propuesta con las normas citadas, para evitar antinomias entre ambas leyes.
Décima. La reforma al artículo 4º propuesta, contiene cuatro elementos que la armonizan con la visión de desarrollo rural sustentable de la propia Ley de Desarrollo Rural Sustentable, “…mejoramiento sostenido y sustentable del bienestar y calidad de vida de la población rural…”, “conservación, restauración y aprovechamiento sustentable de los recursos naturales…”. 
Por lo que se refiere al mejoramiento sostenido y sustentable del bienestar y calidad de vida de la población rural, resulta una forma actualizada al planteamiento orgánico del actual gobierno.
El concepto de conservación ya está referido 19 veces en la Ley de Desarrollo Rural Sustentable, razón por la cual, al incluirlo en este artículo se refuerza el mandato contenido en otras disposiciones del mismo ordenamiento; la incorporación en otros artículos propuestos en la Iniciativa, permite apreciar la intención de conferirle un reiterado sentido conservacionista a la Ley.
Además, es acorde a lo expresado en el concepto de Desarrollo Sustentable contenido en la fracción XI del artículo 3º de la Ley del Equilibrio Ecológico y del Medio Ambiente, cuyo texto lo define como: 
“El proceso evaluable mediante criterios e indicadores del carácter ambiental, económico y social que tiende a mejorar la calidad de vida y la productividad de las personas, que se funda en medidas apropiadas de preservación del equilibrio ecológico, protección del ambiente y aprovechamiento de recursos naturales, de manera que no se comprometa la satisfacción de las necesidades de las generaciones futuras.”
En lo concerniente a restauración y aprovechamiento sustentable, la propuesta de incluir estos conceptos puede ser interpretada a la luz de lo expresado en las fracciones III y XXXIV del artículo 3º de la Ley del Equilibrio Ecológico y del Medio Ambiente, que los define así:
III.- Aprovechamiento sustentable: La utilización de los recursos naturales en forma que se respete la integridad funcional y las capacidades de carga de los ecosistemas de los que forman parte dichos recursos, por periodos indefinidos.
XXXIV.- Restauración: Conjunto de actividades tendientes a la recuperación y restablecimiento de las condiciones que propician la evolución y continuidad de los procesos naturales.
Empero, sería pertinente subsanar esta omisión de la Exposición de Motivos, para determinar si efectivamente los conceptos incluidos corresponden o son afines a los expresado en el ordenamiento anteriormente referido.
Décima primera. La reforma propuesta al artículo 14 para sustituir el concepto de “socialmente débil” por el de “en condiciones de pobreza”, resulta apropiada por hacer énfasis en el factor pobreza, más acorde con causas económicas que la generan.
Décima segunda. Cambiar el nombre del Consejo Mexicano para el Desarrollo Rural Sustentable por el de Consejo Consultivo Mexicano para el Desarrollo Rural Sustentable sólo confirma lo expresado en el mismo artículo, que lo considera como instancia consultiva del gobierno federal.
Décima tercera. En la exposición de motivos no se explica el sentido y alcance de la reforma al tercer párrafo del artículo 118 de la Ley, en la cual se incorpora el término “complementaria”, donde expresa que “El gobierno federal impulsará la participación complementaria de las instituciones del Sistema Nacional de Financiamiento Rural en la prestación de servicios de crédito, ahorro, seguros, transferencia de remesas, servicios de pagos y la aportación de capital de riesgo al sector, que podrán incluir, entre otras:”, ya que esa reforma está vinculada a la inclusión de una fracción IX en el mismo artículo referida a Programa Créditos a la Palabra. Considerando que el crédito a la palabra no es un crédito en estricto sentido, sino un programa para otorgar recursos a los productores por parte de la SADER.
Al respecto, cabe comentar que el Programa de Crédito a la Palabra, de acuerdo a las reglas de operación que lo rigen, es un instrumento de confianza, integración y de corresponsabilidad, por el cual se le entregan al beneficiario especies pecuarias y éste se compromete a pagar en especie a través de las primeras crías que obtenga, cuando éstas tengan características semejantes a las que recibió. Está destinado a la actividad ganadera y su objetivo es incrementar la productividad del pequeño productor pecuario, mediante la entrega de apoyos en especie y acciones de capitalización productiva integral sustentable. Se trata, pues, de un programa cuyos apoyos son en especie.
El Programa se aplica de manera anual, de conformidad con los Lineamientos de Operación y sujeto a las disponibilidades presupuestales autorizadas en el Decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación, publicado en el Diario Oficial de la Federación. Está orientado a apoyar al pequeño productor pecuario, sea éste persona física o moral, en sus diferentes especies. Es de cobertura nacional, pero prioritariamente se ejecutará en las entidades federativas de Campeche, Chiapas, Guerrero, Jalisco, Nayarit, Michoacán de Ocampo, Oaxaca, Quintana Roo, Tabasco, Tamaulipas, Veracruz de Ignacio de la Llave, Yucatán y Zacatecas.
Asimismo, plantea una reforma al artículo 119, vinculada a la anterior, que incluye una fracción V. sobre Crédito a la Palabra. En este caso no alude al programa, sino al Crédito a la Palabra estrictamente. 
En ambas propuestas, sería conveniente explicar más ampliamente el sentido y alcance de la reforma, ya que no se trata de un crédito en estricto sentido ni apoya todas las actividades del sector rural.
Décima cuarta.  La reforma propuesta al artículo 178, incorpora “...un programa de compras gubernamentales para contar con una reserva estratégica alimentaria de los productos básicos estratégicos que determine el ejecutivo Federal”. Lo cual resulta apropiado en un esquema de seguridad alimentaria como política nacional. De manera complementaria a lo anterior, incorpora, también, un segundo párrafo cuyo texto busca restringir las importaciones de productos básicos estratégicos, su texto dispone: Solamente en caso de eventualidad o condiciones de impedimento de operación normal de la cadena de abasto de los productos básicos estratégicos, se podrá recurrir a la importación, mediando declaratoria de emergencia de abasto de productos básicos estratégicos, estableciendo por lo menos: causa, región geográfica, producto considerado y temporalidad. 
Esta disposición, como otras de relevancia por el sentido normativo que contienen, no está explicada suficientemente en cuanto a su sentido y alcances en la exposición de motivos, razón por la cual para efectos de interpretación de esta iniciativa sólo se dispone del texto de la norma. 
El párrafo aludido, implica restricciones a la importación que no están cuantificadas ni valoradas en la exposición de motivos; además, entra en contradicción con la legislación y acuerdos de México en materia de comercio exterior al establecer una prohibición categórica que ignora las deficiencias o insuficiencias de la producción nacional de productos básicos, y parte del supuesto, así se infiere, de que la importación puede ser un mecanismo compensatorio sólo de emergencia, y que en situaciones de normalidad la producción nacional sería suficiente. La información estadística sobre producción de básicos estratégicos plantea la necesidad de cuantiosas importaciones de maíz amarillo, trigo harinero y arroz, por citar algunos, ello debido a la insuficiencia de la producción nacional. En éstos y otros productos considerados básicos, se hace necesario buscar formas de incrementar la producción antes de prohibir la importación. 
La política alimentaria del actual Gobierno da prioridad a frijol, maíz, trigo y arroz, productos actualmente considerados como básicos y estratégicos desde una perspectiva de seguridad alimentaria, y mejora del ingreso de los productores al fijar precios de garantía; en el caso de la leche, incrementa el precio de adquisición por Liconsa.
Décima quinta. En lo que se refiere a la reforma propuesta al artículo 179, establece una clasificación de los productos como básicos estratégicos, básicos y estratégicos emblemáticos, sin que su exposición de motivos explique con amplitud y suficiencia los parámetros que sustentan esa nueva clasificación. 
Se advierte la intención de incorporar nuevos productos a la clasificación que contiene el artículo 179 de la Ley vigente, pero no su finalidad. A la fecha, no hay argumentos suficientes para incorporar esos u otros productos, motivado en parte por el supuesto de que al ser incorporados obtendrán más apoyos o tratamiento prioritario en los programas de gobierno, lo cual no está sustentado en políticas ni presupuesto para el sector agropecuario.

 
Décima sexta. La Iniciativa crea en la Ley un Título Quinto, Del Consejo Consultivo Mexicano y la Contraloría Social para el Desarrollo Rural Sustentable. 
Al Consejo Consultivo Mexicano lo considera como órgano consultivo de participación ciudadana en el artículo 192 en los siguientes términos:  
Artículo 192. El Consejo Mexicano es el órgano consultivo de la Secretaría, artículo 17 de este ordenamiento, de participación ciudadana y conformación plural, que tendrá por objeto analizar y proponer programas y acciones que inciden en el cumplimiento de la Política Nacional de Desarrollo Rural Sustentable.
Sin embargo, refiere también el artículo 17 del mismo ordenamiento, que alude a:
[bookmark: _Hlk11689144] Artículo 17. El Consejo Consultivo Mexicano para el Desarrollo Rural Sustentable como instancia consultiva del gobierno federal, con carácter incluyente y representativo de los intereses de los productores y agentes de la sociedad rural. Este Consejo se integrará con los miembros de la Comisión Intersecretarial previstos en el artículo 21 de esta ley, representantes, debidamente acreditados, de las organizaciones nacionales del sector social y privado rural; de las organizaciones nacionales agroindustriales, de comercialización y por rama de producción agropecuaria; y de los comités de los sistemas producto, instituciones de educación e investigación y organismos no gubernamentales, de acuerdo a los temas a tratar, en los términos de las leyes y las normas reglamentarias vigentes. Será presidido por el titular de la Secretaría y operará en los términos que disponga su reglamento interior.
No es de menor importancia el que en una disposición (art 192 de la iniciativa) se le considere órgano consultivo de la Secretaría, de participación ciudadana, a la vez que refiere en su texto al artículo 17, donde se le considera, explícitamente, como “…instancia consultiva del gobierno federal, con carácter incluyente y representativo de los intereses de los productores y agentes de la sociedad rural…”. 
La característica que le adjudica la iniciativa es muy amplia, pues ciudadaniza al organismo; en su artículo 195 propone que “Los consejeros deberán ser ciudadanos mexicanos de reconocido prestigio en los sectores privado y social, así como de los ámbitos académico, profesional, científico y cultural vinculados con el desarrollo rural.”, lo cual abre el espacio de las consejerías más allá de lo dispuesto en la Ley vigente, propiciando con ello contradicciones en el mismo artículo y en todo el ordenamiento.
Además, es necesario revisar las funciones que se atribuyen a dicho Consejo en la Iniciativa, pues en la Ley vigente se le confieren otras vinculadas a la Comisión Intersecretarial, y se hacen 70 referencias a la Comisión; sería necesario, de ser el caso, que se propongan las reformas correspondientes en los artículos donde ya se le menciona para armonizarlas. 
Décima octava. La iniciativa propone la creación de una Contraloría Social, de la cual la exposición de motivos no explica su objeto y justificación, sólo comenta que se trata de un órgano representativo de los beneficiarios de los programas y fondos para el desarrollo y extensionismo rural sustentable, conforme al artículo 198 de la Iniciativa, el cual propone: “El gobierno federal impulsará la Contraloría Social como el mecanismo de los beneficiarios, de manera organizada, para verificar el cumplimiento de las metas y la correcta aplicación de los recursos públicos asignados a los programas de desarrollo rural y atender e investigar las quejas y denuncias presentadas sobre la aplicación y ejecución de los programas conforme a la Ley, las directrices, lineamientos y a las reglas de operación.”  
[bookmark: _GoBack]Además de analizar la fundamentación constitucional de dicho organismo dadas las funciones que se le atribuyen, sería pertinente revisar si dichas funciones no corresponden a la Contraloría Interna o a otras instituciones. 
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